
Un avión proveniente de Mia-
mi, Estado Unidos, aterrizó ayer
cerca de las 9:00 de la mañana en
el Aeropuerto Internacional Ar-
turo Merino Benítez de Santia-
go. En su interior viajaba Alí
Basheri. Se trata de un ciudada-
no iraní, de 38 años, quien se
mantenía prófugo de la justicia
chilena.

Los antecedentes datan del 30
de abril de 2023. Basheri junto a
su conciudadano Abolfazl Del-
khahfar, de 24 años, fueron dete-

nidos en el mismo aeropuerto.
Entonces, explicaba fiscalía,
“dos ciudadanos iraníes ingresa-
ron a la zona de tránsito interna-
cional del Aeropuerto Arturo
Merino Benítez, tras haber exhi-
bido visas consulares falsifica-
das, en formato digital, supues-
tamente emitidas por la Repú-
blica de Chile”.

El mismo día, ambos fueron
detenidos tras intentar abordar
otro vuelo con destino a Lon-
dres, también con pasaportes
falsos del Reino Unido. La infor-
mación del Ministerio Público

establece que estos documentos
fueron entregados por un terce-
ro que, previo acuerdo, dejó las
credenciales en uno de los basu-
reros del aeropuerto a cambio de
una suma de dinero.

Tras esta detención, Alí y
Abolfazl quedaron en prisión
preventiva tras ser formalizados
por la Fiscalía Metropolitana
Occidente. Sin embargo, esta
medida fue cambiada por arres-
to domiciliario y arraigo nacio-
nal, lo que, tiempo después, per-
mitió a ambos imputados aban-
donar el país clandestinamente. 

Así fue cómo comenzó su
búsqueda, la que culminó con
su regreso desde Estados Uni-
dos a Chile y la detención por
parte de la Brigada BIPE Anti-
secuestros de la PDI junto a de-
tectives del Departamento de
Inspección Secundaria Aero-
puerto (Deinsa).

Cerca de las 17:00 horas de
ayer, se decretó nuevamente la
prisión preventiva de Basheri.
El fiscal regional de Antofagas-
ta, Juan Castro Bekios, que diri-
ge la causa desde julio, argu-
mentó que el imputado investi-

gado por los delitos de recepta-
ción, falsificación de sello del
Estado y usurpación de nom-
bre es “un peligro para la segu-
ridad de la sociedad”.

Castro Bekios señaló que “los
delitos que se le imputan tiene
una gravedad bastante relevan-
te”. Además, dijo que “la orden

de detención emana desde un
tribunal de la República de Chi-
le. Él fue sorprendido en EE.UU.
y a través de cuestiones migrato-
rias administrativas, en definiti-
va, es traído a Chile, donde tenía
una orden de aprehensión pen-
diente”. En tanto, Abolfazl Del-
khahfar se mantiene prófugo.

Fue considerado un peligro para la seguridad de la sociedad:

Iraní prófugo de la justicia chilena
quedó en prisión preventiva

Fiscalía le imputa delitos de falsificación de sello del Estado, usurpación de nombre y
receptación tras falsificación de pasaporte. Segundo indagado permanece inubicable.
EDUARDO CANDIA

El ciudadano iraní al momento de ser detenido por parte de la PDI en el
aeropuerto de Santiago.
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El 18 de octubre pasado, y luego
que se conociera la denuncia de una
funcionaria de la Subsecretaría del
Interior contra el exjefe de la reparti-
ción, Manuel Monsalve, por viola-
ción y abuso sexual, el fiscal a cargo
de Focos Investigativos de Valparaí-
so, Maximiliano Krause, habría ac-
cedido a la causa en distintas opor-
tunidades. 

Un programa del Ministerio Pú-
blico que da seguimiento a los ingre-
sos permitió dar con esta informa-
ción que derivó en una investiga-
ción que estuvo a cargo del persecu-
tor de la Fiscalía Metropolitana
Centro Norte, José Morales, que
ahora fue derivada a la jurisdicción
metropolitana Occidente. 

El tema es de especial relevancia
para el Ministerio Público, que de-
fendió la reserva del caso Monsalve,
dada la necesaria protección de la
víctima, y se pesquisan responsabi-
lidades por estos hechos. Se detecta-
ron a los menos 70 accesos, los que
son indagados penal y administrati-
vamente. 

“Usted tiene unos accesos desde
su cuenta ‘MKrause a esa causa, el 18
de octubre, entonces quería consul-
tarle si eran efectivos y el motivo de
esas consultas”, le dijo Morales a
Krause el 4 de noviembre pasado en
el marco de un interrogatorio. 

“Yo no, yo no accedí a la carpeta, o
sea, no accedí a la causa de ninguna
manera. En primer lugar, porque no
es un caso que estuviera dentro de mi
interés, esa es la verdad. Por otra par-
te, la fecha que usted me señala del
acceso, yo me encontraba en trayecto
llegando al Centro de Justicia de San-
tiago”, explicó primero Krause.

Para luego explicar: “La ocupan
dentro de la fiscalía dos personas,
una abogada que está contratada co-
mo administrativo, que es Patricia
Azad Gómez, y un administrativo,
que es Eric Iribarra Astete. Cuando
yo fui citado, les pregunté derecha-
mente si habían usado la cuenta y
ellos me señalaron que no, que no
habían usado la cuenta para hacer
esa consulta”.

Consultas “por razones de
curiosidad”

Aclarado ese punto, después re-
lató que hubo accesos de terceros,
pero desde la Armada. “Además,
yo tengo autorizado el uso de mi
cuenta a lo menos a tres funciona-
rios policiales, pero especialmente
a unos funcionarios policiales con
los que trabajo en un foco investi-
gativo sobre perfilamiento de car-
gas sospechosas de estar contami-
nadas por contrabando, droga, ar-
mas, etcétera. Ya que son de la po-
l i c í a m a r í t i m a y s o n d o s
funcionarios policiales de la poli-
cía marítima, yo los llamé y les pre-
gunté derechamente si habían
efectuado la consulta, y uno de
ellos me señaló que sí, que lo había
hecho. Una consulta en la mañana,
específicamente, por razones de
curiosidad”.

Añadió, así, detalles del acceso
tras pedir explicaciones: “Me señaló
que no había impreso, ni había ex-

traído, ningún tipo de información,
y que solamente leyó el relato del
hecho, pero que no generó reporte.
Este funcionario se llama Eric To-
rres, es un sargento segundo de la
policía marítima del Departamento
de Inteligencia e Investigaciones Po-
liciales Marítima. Entiendo que esto
fue en el contexto de que estaba
viendo las noticias, me parece que
con otro oficial superior, y empeza-
ron a conversar según lo que él me
señaló con la otra persona”. 

También el fiscal explica los moti-
vos del trabajo conjunto con la Ar-
mada. Dice que indagan en el marco
de focos investigativos; “el modelo
predictivo de riesgo se llama Dipol-
mar web, y en el chequeo de esos
perfilamientos, él usa esto, porque,
por otro lado, nosotros como Sacfi
(Sistema de Análisis Criminal y Fo-
cos Investigativos) de Valparaíso es-
tamos desarrollando algo parecido,
pero con él, con el Sacfi de la (fisca-
lía) nacional, y ellos nos facilitan
otros datos que son los que les facili-

tan a ellos las navieras”.

Gravedad por seguridad
de la información

El profesor de Derecho de la Uni-
versidad Diego Portales (UDP),
Cristián Riego, advierte que este ca-
so “da cuenta de poco rigor y profe-
sionalismo en el manejo de la infor-
mación”, aunque, dice, “parece que
se trataba de cooperar”. 

Ahora, sostiene el académico, “lo
que pasó, pasó; ya no se puede hacer
mucho, salvo sancionar al fiscal y,
probablemente, reglamentar mejor
el acceso a la información”. 

Mientras que la exjefa Antico-
rrupción de la Fiscalía Nacional,
Marta Herrera, consultada por este
medio, afirma que “ojalá las investi-
gaciones realmente se lleven a efec-
to, porque los hechos que se cono-
cen revisten mucha gravedad desde
el punto de vista de la seguridad de
la información, y sobre todo de in-
formación tan delicada”. 

Programa para seguimiento detectó revisiones anómalas en caso Monsalve:

Sumarios marcan indagatoria por
accesos indebidos a sistema de
tramitación de causas de la fiscalía

LORENA CRUZAT 

Persecutor de Valparaíso reconoció que entregó claves a personal de la Armada: “Yo los llamé
y les pregunté derechamente si habían efectuado la consulta, y uno de ellos me señaló que sí”. 

El 14 de octubre se presentó una denuncia contra el exsubsecretario del Interior Manuel Monsalve, y la fiscalía detectó
que cuatro días después hubo accesos a la causa desde distintas cuentas, una de ellas de Valparaíso. 

Enero será un mes marcado por distintas au-
diencias en el caso Audio, en que se investiga el
eventual pago de sobornos a funcionarios públi-
cos, lavado de dinero y delitos tributarios. 

Por una parte, se volverá a formalizar al penalis-
ta Luis Hermosilla, quien se encuentra en prisión
preventiva tras ser imputado a mediados de año en
la causa matriz. Esta vez, en la arista Parque Capi-
tal, en la que ya ha declarado dos veces, como im-

putado, el exministro
del Inter ior Andrés
Chadwick. 

También se fijó re-
cientemente audiencia
para reformalizar a los
hermanos Daniel y Ariel
Sauer, su exsocio Rodri-
go Topelberg y el aboga-
do Darío Cuadra, que
asesoraba a la corredora
STF Capital, entre otros.
Se les formularán nue-
vos cargos, dependien-

do del caso, por estafas, delitos tributarios o infrac-
ción a la Ley de Mercado de Valores; o bien, se pre-
cisarán algunos de los hechos formalizados pre-
viamente. 

A su vez, Hermosilla pidió una audiencia de
cautela de garantías, tras enterarse de que la fisca-
lía daría copia al Consejo de Defensa del Estado
(CDE) de sus chats. El debate a raíz de esta presen-
tación igualmente será en enero. 

Nuevos hechos y acotar otros: 

Reformalizarán en
caso Audio y
Hermosilla pide
audiencia por entrega
de chats a CDE

Dependiendo del imputado se
formularán cargos por distintos
delitos: estafa, tributarios, de la
Ley de Mercado de Valores,
entre otros. 

A. CH. 

Luis Hermosilla permanece en prisión preventiva desde
mediados de año. 
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Será el mes en que se
realizará una serie de
audiencias en la
investigación por
soborno, lavado de
dinero y delitos
tributarios, que dirige la
Fiscalía Metropolitana
Oriente. 

Una serie de diligencias se reactivan en el caso de
dineros fiscales que fueron a dar de forma irregular a
fundaciones privadas. Así lo revelan quienes conocen
la investigación de la fiscalía en torno a la Fundación
Democracia Viva, cuyo cierre está programado para el
próximo 21 de enero.

En ese marco, el Ministerio Público vería que hay
mérito para investigar a la diputada Catalina Pérez,
quien recientemente renunció a RD. Ello, dado el infor-
me del celular de su expareja Daniel Andrade (ex-RD),
pese a las primeras versiones de la congresista que
descartó conocer los aportes a la fundación. 

Con nuevos peritajes, la fiscalía regional busca
despejar el vínculo de Pérez con dos de los principales
imputados en la investigación, el exseremi de Antofa-
gasta Carlos Contreras y Andrade. 

El querellante del Partido Republicano, diputado
Juan Irarrázabal, dijo que esperan los últimos avances
en la indagatoria, pues, “es evidente que el secreto del
informe de la Brigada de Delitos Económicos de la PDI

sobre el contenido del celular del señor Andrade, así
como la prórroga de la investigación tienen que ver
con diligencias en curso con miras a cerrar la investi-
gación y a la reformalización de los involucrados”.

Para luego agregar: “En particular, de la diputada
Pérez, que con sus incoherencias y mala disposición
judicial ha dado indicios a nosotros como querellantes y
estoy seguro también a la fiscalía, de su participación
activa en este caso. Esperamos que las diligencias en
curso den fruto y se proceda a solicitar su desafuero”.

“Es un indicio de que existen
antecedentes graves”

En este sentido, el abogado que representa al con-
gresista, Sergio Rodríguez, añadió: “Estamos esperando
los resultados de las pericias de los celulares tanto de
Catalina Pérez como del señor Andrade, ya que el hecho
de que el Ministerio Público hubiese decretado su
reserva es un indicio de que existen antecedentes

graves y cuyo conocimiento puede ser determinante en
lo que viene, y especialmente acerca de la decisión de su
formalización, que es lo que estamos buscando desde el
minuto mismo en que presentamos la querella criminal”.

Aunque la defensa de Pérez ha insistido durante la
investigación en que no ha incurrido en ningún delito. 

Se pesquisan convenios, de 2022, entre la Seremi
de Vivienda y Urbanismo de Antofagasta y la funda-
ción que da el nombre a la causa, además de otras
organizaciones, como TomArte, Fibra y Fusupo. 

El fiscal regional Juan Castro Bekios días atrás
señaló que reagrupó todas las causas en una sola, por
lo cual se hace necesaria la formalización para darle
una estructura en común. Castro, además, indicó
respecto de la solicitud de ampliación de plazo de la
indagatoria que esta fue “debido a la existencia de
diversas diligencias pendientes”.

Antes de la audiencia de reformalización y cierre de
la investigación, se esperan nuevas definiciones del
Ministerio Público. 

A POCOS DÍAS DE QUE SE CIERRE LA INVESTIGACIÓN

Democracia Viva: Enfocan diligencias en diputada Pérez y
verifican información que supo sobre convenios de Andrade

La diputada Catalina Pérez renunció a mediados de
noviembre a su partido, RD. 
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